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Reclamación 

Laboral 

 

Panel integrado por su presidente, el Juez Figueroa 

Cabán, la Juez Birriel Cardona y la Juez Ortiz Flores 

 

Figueroa Cabán, Juez Ponente 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 Comparece la Sra. Ingrid Pérez Jorge, en adelante 

la señora Pérez o la peticionaria y solicita que 

revoquemos la Resolución y/u Orden emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Mayagüez, en 

adelante TPI, mediante la cual, entre otras cosas, se 

denegó una solicitud de anotación de rebeldía. 

 Por los fundamentos que expondremos a 

continuación, se expide el auto solicitado y se revoca 

la resolución recurrida. 

-I- 

 Según surge del expediente, el 11 de marzo de 

2016, la señora Pérez presentó una Querella contra la 

Sra. Lisa Mileny Sepúlveda Recio h/n/c/ Perrito Mío y 

Grooming Machine, en conjunto las recurridas, en la 

cual invocó el procedimiento sumario dispuesto en la 
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Ley Núm. 2 de 17 de octubre de 1961, según enmendada, 

32 LPRA sec. 3118 y ss, en adelante Ley Núm. 2.
1
 

 El 12 de marzo de 2016 se diligenciaron los 

emplazamientos en el Municipio de Añasco. En éstos, se 

apercibía a los querellados que debían presentar su 

contestación a la querella “dentro de los diez (10) 

días después de la notificación, si ésta se hiciere en 

el distrito judicial en que se promueve la acción, y 

dentro de quince (15) días que siguen a la 

notificación cuando la misma no se hiciere en el mismo 

distrito judicial”.
2
 

 El 16 de marzo de 2016 la señora Pérez presentó 

una Moción Urgente en Solicitud de Remedios y 

Aseguramiento de Sentencia, debido a que Grooming 

Machine le emitió un cheque sin fondos  

correspondiente a la nómina de 18 de febrero al 2 de 

marzo de 2016.
3
 

 Según el Sistema de Búsqueda de Casos de la Rama 

Judicial, el 23 de marzo de 2016, la Sra. Lisa Mileny 

Sepúlveda Recio h/n/c/ Perrito Mío presentó su 

Contestación a Querella.  

Por su parte, el 28 de marzo de 2016, Grooming 

Machine presentó los siguientes escritos ante el TPI: 

1) Moción Solicitando Conversión a Procedimiento 

Ordinario; 2) Oposición a Remedios Solicitados y a 

Aseguramiento de Sentencia; y 3) Contestación a 

Querella.4 En la Contestación a Querella expuso, sin 

                                                 
1 Apéndice 1 de la peticionaria, págs. 1-8. 
2 Apéndices 2 y 3 de la peticionaria, págs. 9-10 y 11-12. 
3 Apéndice 4 de la peticionaria, págs. 13-18. 
4 Apéndices 5, 6 y 7 de la peticionaria, págs. 19-21, 22-24, y 25-

33. 
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mayor explicación, que “el término para contestar la 

Querella es de quince (15) días, toda vez que la parte 

querellante reside en Mayagüez, pero Grooming Machine 

Corporation se ubica en Añasco. Dicho termino vence 

hoy, lunes, 28 de marzo de 2016”.
5
 

 Posteriormente, la señora Pérez presentó una 

moción en la que solicitó que se dictara sentencia en 

rebeldía a su favor. Adujo, en síntesis, que Grooming 

Machine fue emplazada en el mismo distrito judicial 

que se inició la acción, por lo cual tenía un plazo de 

10 días, es decir, hasta el 23 de marzo de 2016, para 

presentar su contestación o solicitar prórroga.
6
 

Por su parte, Grooming Machine se opuso a que se 

le anotara la rebeldía y en cambio, solicitó el 

señalamiento de una vista.
7
 

Así las cosas, el TPI emitió una Orden, mediante 

la cual declaró ha lugar la Moción Urgente en 

Solicitud de Remedios y Aseguramiento de Sentencia de 

la señora Pérez y ordenó a las recurridas a prestar 

una fianza por la cantidad de $20,000.00 en el término 

de 10 días.
8
 

Conforme al Mandato del TPI, las recurridas 

cumplieron con la Orden en cuestión.
9
 

En el contexto de los trámites previamente 

expuestos, el TPI emitió la siguiente Resolución y/u 

Orden: 

1. Atendida la Moción Solicitando 

Anotación de Rebeldía y se Dicte 

                                                 
5 Apéndice 7 de la peticionaria, pág. 25. 
6 Apéndice 8 de la peticionaria, págs. 34-41. 
7 Apéndice 9 de la peticionaria, págs. 42-44. 
8 Apéndice 10 de la peticionaria, págs. 45-46. 
9 Apéndice 11 de la peticionaria, págs. 47-50. 
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Sentencia presentada el 31 de marzo 

de 2016, por el Lcdo. Juan C. Carlos 

Toro Sepúlveda, el Tribunal dispone 

lo siguiente que se transcribe a 

continuación: 

“No Ha Lugar.” 

 

2. Atendida la Moción Solicitando 

Conversión a Procedimiento Ordinario 

presentada el 28 de marzo de 2016, 

por el Lcdo. Javier Font Alvelo, el 

Tribunal dispone lo siguiente que se 

transcribe a continuación: 

“Se convierte en Procedimiento 

Ordinario.” 

 

3. Atendida la Oposición a Remedios 

Solicitados y a Aseguramiento de 

Sentencia presentada el 28 de marzo 

de 2016, por el Lcdo. Javier Font 

Alvelo, el Tribunal dispone lo 

siguiente que se transcribe a 

continuación: 

“Con Lugar.” 

 

4. Atendida la Moción al Expediente 

Judicial presentada el 04 de abril 

de 2016, por la Lcda. Liony Adrián 

Enchautegui, el Tribunal dispone lo 

siguiente que se transcribe a 

continuación: 

“Se acepta.” 

 

5. Atendida la Contestación a Querella 

Enmendada presentada el 04 de abril 

de 2016, por la Lcda. Liony Adrián 

Echautegui, el Tribunal dispone lo 

siguiente que se transcribe a 

continuación: 

“Se acepta y se recibe.” 

 

6. Atendida la Moción en Cumplimiento 

de Orden presentada el 25 de abril 

de 2016, por el Lcdo. Javier Font 

Alvelo, y por la Lcda. Liony I. 

Adrián Echautegui el Tribunal 

dispone lo siguiente que se 

transcribe a continuación: 

“Cítese a vista de Manejo de Caso 

para el 23 de agosto de 2016, a las 

9:00 AM.”10 

 

 La señora Pérez presentó una moción de 

reconsideración en la que reiteró la falta de 

jurisdicción del TPI para no anotarle la rebeldía a 

                                                 
10 Apéndice 12 de la peticionaria, págs. 51-52. 
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Grooming Machine y acoger los escritos presentados de 

forma tardía.
11
 

 Dicha moción fue denegada mediante la orden 

correspondiente.
12
 

 Inconforme, la señora Pérez presentó una Petición 

de Certiorari en la que alega que el TPI cometió los 

siguientes errores: 

PRIMER SEÑALAMIENTO DE ERROR: Erró el 

Tribunal de Primera Instancia al 

declarar “NO HA LUGAR” la solicitud 

sobre anotación de rebeldía o dictar 

sentencia cuando la Ley núm. 2, supra, 

y la jurisprudencia claramente 

establecen que el término para 

contestar la querella es uno 

jurisdiccional y no hay discreción para 

resolver en contrario. 

 

SEGUNDO SENALAMIENTO DE ERROR: Erró el 

Tribunal de Primera Instancia, al 

declarar Con Lugar la “Moción 

Solicitando Conversión a Procedimiento 

Ordinario” presentada por la querellada 

fuera del término jurisdiccional que 

dispone la Ley Núm. 2, supra, y 

consecuentemente convertir el caso al 

Procedimiento Ordinario. 

 

TERCER SEÑALAMIENTO DE ERROR: Erró el 

Tribunal de Primera Instancia al 

declarar “NO HA LUGAR” la solicitud de 

reconsideración sobre anotación de 

rebeldía o dictar sentencia cuando la 

Ley núm. 2, supra, y la jurisprudencia 

claramente establecen que el término 

para contestar la querella es uno 

jurisdiccional y no hay discreción para 

resolver en contrario. 

 

CUARTO SEÑALAMIENTO DE ERROR: Erró el 

Tribunal de Primera Instancia al 

declarar “Con Lugar” la “Oposición a 

Remedios Solicitados y Aseguramiento de 

Sentencia” radicada por Grooming 

Machine Corporation, luego ser final la 

ORDEN para la prestación de fianza y la 

fianza haber sido consignada sin 

ninguna de las partes querelladas haber 

solicitado la reconsideración de la 

misma, y en perjuicio de que la 

                                                 
11 Apéndice 14 de la peticionaria, págs. 55-62. 
12 Apéndice 15 de la peticionaria, págs. 63-64. 
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sentencia que en su día se pueda 

obtener resultaría académica porque no 

habrá bienes sobre los cuales 

ejecutarla. 

 

 Examinado el escrito de la peticionaria y los 

documentos que obran en autos, estamos en posición de 

resolver. 

-II- 

A. 

El auto de certiorari es el vehículo procesal 

extraordinario utilizado para que un tribunal de mayor 

jerarquía pueda corregir un error de derecho cometido 

por un tribunal inferior.
13
 Distinto al recurso de 

apelación, el tribunal de superior jerarquía tiene la 

facultad de expedir el auto de certiorari de manera 

discrecional, por tratarse de ordinario de asuntos 

interlocutorios. Sin embargo, nuestra discreción debe 

ejercerse de manera razonable, procurando siempre 

lograr una solución justiciera.
14 

Por su parte, la Regla 40 del Reglamento de este 

Tribunal establece los criterios que debemos tomar en 

consideración al atender una solicitud de expedición 

de un auto de certiorari. Sobre el particular dispone: 

El Tribunal tomará en consideración los 

siguientes criterios al determinar la 

expedición de un auto de certiorari o 

de una orden de mostrar causa: 

 

A. Si el remedio y la disposición de la 

decisión recurrida, a diferencia de 

sus fundamentos, son contrarios a 

derecho. 

 

B. Si la situación de hechos planteada 

es la más indicada para el análisis 

del problema. 

                                                 
13 Pueblo v. Colón Mendoza, 149 DPR 630, 637 (1999). 
14 Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 98 (2008); 

Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001). 
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C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad 

o error craso y manifiesto en la 

apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia. 

 

D. Si el asunto planteado exige 

consideración más detenida a la luz 

de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos 

más elaborados. 

 

E. Si la etapa del procedimiento en que 

se presenta el caso es la más 

propicia para su consideración. 

 

F. Si la expedición del auto o de la 

orden de mostrar causa no causan un 

fraccionamiento indebido del pleito 

y una dilación indeseable en la 

solución final del litigio. 

 

G. Si la expedición del auto o de la 

orden de mostrar causa evita un 

fracaso de la justicia.
15
 

 

Ahora bien, una vez este foro decide expedir el 

auto de certiorari, asume jurisdicción sobre el asunto 

en controversia y se coloca en posición de revisar los 

planteamientos en sus méritos.
16
 Al respecto, el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico, en adelante TSPR, ha 

establecido que: 

Asumir jurisdicción sobre un asunto, 

expidiendo el auto de certiorari, ha 

sido definido como la autoridad en 

virtud de la cual los funcionarios 

judiciales conocen de las causas y las 

deciden. Constituye la facultad de oír 

y resolver una causa y de un tribunal a 

pronunciar sentencia o resolución 

conforme a la ley. Dicha jurisdicción 

incluye la facultad de compeler a la 

ejecución de lo decretado y puede 

decirse que es el derecho de adjudicar 

con respecto al asunto de que se trata 

en un caso dado.
17 

 

                                                 
15 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. 
16 H. A. Sánchez Martínez, Práctica Jurídica de Puerto Rico, 

Derecho Procesal Apelativo, San Juan, Lexis-Nexis de Puerto Rico, 

Inc., 2001, pág. 547. 
17 Negrón v. Srio de Justicia, supra., págs. 92-93. 



 
 

 
KLAN201601291 

 

 

8 

Por ende, al asumir jurisdicción sobre el asunto 

que tiene ante su consideración mediante la expedición 

de un auto de certiorari, este Tribunal cumple su 

función principal de revisar las decisiones del foro 

de instancia para asegurarse que las mismas son justas 

y que encuentran apoyo en la normativa establecida.
18
 

B. 

La Ley Núm. 2, supra, provee un procedimiento 

sumario de reclamaciones laborales para la rápida 

consideración y adjudicación de las querellas de 

obreros y empleados contra sus patronos relacionadas a 

salarios, beneficios y derechos laborales.
19
 La 

naturaleza sumaria del procedimiento constituye su 

característica esencial, por lo que tenemos la 

obligación de promover y exigir diligencia y prontitud 

en la tramitación de las reclamaciones laborales 

conforme al claro mandato legislativo plasmado en la 

Ley Núm. 2, supra.
20
  

El modo de notificación de la querella, su 

contestación y el trámite a seguir se encuentra 

consignado en la Sección 3 de la Ley Núm. 2, que 

dispone, en lo pertinente: 

El secretario del tribunal notificará 

a la parte querellada con copia de la 

querella, apercibiéndole que deberá 

radicar su contestación por escrito, 

con constancia de haber servido copia 

de la misma al abogado de la parte 

querellante o a ésta si hubiere 

comparecido por derecho propio, dentro 

                                                 
18 Id., pág. 93. 
19 Sec. 1, 32 LPRA sec. 3118. Vizcarrondo Morales v. MVM, Inc., 

174 DPR 921, 928 (2008). 
20 Vizcarrondo Morales v. MVM, Inc., supra, pág. 929; Lucero 

Cuevas v. San Juan Star, 159 DPR 494 (2003); Mercado Cintrón v. 

Zeta Com., Inc., 135 DPR 737 (1994); Resto Maldonado v. Galarza 

Rosario, 117 DPR 458 (1986); Díaz v. Hotel Miramar Corp., 103 DPR 

314 (1975). 
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de diez (10) días después de la 

notificación, si ésta se hiciere en el 

distrito judicial en que se promueve la 

acción, y dentro de quince (15) días en 

los demás casos, y apercibiéndole, 

además, que si así no lo hiciere, se 

dictará sentencia en su contra, 

concediendo el remedio solicitado, sin 

más citarle ni oírle. Solamente a 

moción de la parte querellada, la cual 

deberá notificarse al abogado de la 

parte querellante o a ésta si 

compareciere por derecho propio, en que 

se expongan bajo juramento los motivos 

que para ello tuviere la parte 

querellada, podrá el juez, si de la faz 

de la moción encontrara causa 

justificada, prorrogar el término para 

contestar. En ningún otro caso tendrá 

jurisdicción el tribunal para conceder 

esa prórroga. 

[…] 

En los casos que se tramiten con 

arreglo a las secs. 3118 a 3132 de este 

título, se aplicarán las Reglas de 

Procedimiento Civil en todo aquello que 

no esté en conflicto con las 

disposiciones específicas de las mismas 

o con el carácter sumario del 

procedimiento establecido por las 

secs.3118 a 3132 de este título; [….]
21
 

 

Conviene señalar que en Hernández v. Espinosa, el 

TSPR determinó que “distrito judicial” se refiere 

exclusivamente a las demarcaciones territoriales 

correspondientes al tribunal de instancia que tienen 

competencia para entender en el asunto.
22
 

Por su parte, la Sección 4 de la Ley Núm. 2 que 

regula la sentencia en rebeldía dispone en lo 

pertinente: 

[…] Si el querellado no radicara su 

contestación a la querella en la forma 

y en el término dispuestos en la sec. 

3120 de este título, el juez dictará 

sentencia contra el querellado, a 

instancias del querellante, concediendo 

el remedio solicitado. […]
23
 

 

                                                 
21 32 LPRA sec. 3120. 
22 145 DPR 248, 262 (1998). 
23 32 LPRA sec. 3121. 
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Al respecto, la Ley Núm. 2, supra, dispone, en lo 

pertinente, que el tribunal no tiene jurisdicción para 

extender el término para contestar una querella a 

menos que se presente una moción de prórroga 

juramentada en la que exponga la causa para la 

extensión. Sólo ante circunstancias extraordinarias se 

podría justificar una aplicación más flexible del 

referido estatuto. Es por ello que, a modo de 

excepción un tribunal puede conceder una prórroga 

cuando del mismo expediente surgen los motivos que 

justifican la dilación del patrono querellado para 

presentar su contestación.
24
 

De lo anterior se desprende que la consecuencia de 

que el patrono no conteste la querella en el término 

prescrito sin acogerse a la prórroga, o cuando del 

expediente no surjan las causas que justifiquen la 

dilación, es la anotación de la rebeldía y la 

concesión del remedio solicitado sin más citarle ni 

oírle.
25
 Nótese que el lenguaje de la ley no es 

discrecional. Por el contrario, ordena al foro de 

instancia a dictar sentencia cuando el patrono no 

contesta oportunamente y además no expone una causa 

justificada para la tardanza.
26
  

En fin, de esta normativa surge el deber 

inequívoco del TPI de dar cabal cumplimiento al 

procedimiento dispuesto en la Ley Núm. 2, supra, ya 

que carece de jurisdicción para extender el término 

                                                 
24 Vizcarrondo Morales v. MVM, Inc., supra, págs. 934-935; 

Valentín v. Housing Promoters, Inc., 146 DPR 712 (1998). 
25 Vizcarrondo Morales v. MVM, Inc., supra, pág. 935; León García 

v. Restaurante El Tropical, 154 DPR 249 (2001). 
26 Vizcarrondo Morales v. MVM, Inc., supra, pág. 935. 
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para contestar una querella, a menos que se observen 

los criterios para la concesión de una prórroga.
27
 A 

esos efectos la anotación de rebeldía constituye un 

disuasivo contra aquellos que pretendan acudir a la 

dilación como estrategia de litigación.
28
 

En fin, como norma general, transcurrido el 

término para contestar la querella sin que se haya 

justificado adecuadamente la incomparecencia, el 

tribunal está impedido de tomar cualquier otra 

determinación que no sea anotarle la rebeldía al 

querellado. A ello queda limitada la jurisdicción del 

tribunal según establecida por la Sección 3 de la Ley 

Núm. 2, supra.
29
  

-III- 

Por estar íntimamente relacionados discutiremos 

los señalamientos de error en conjunto. 

La señora Pérez impugna una resolución 

interlocutoria emitida en un procedimiento sumario  

bajo la Ley Núm. 2, en el que se denegó su solicitud 

de anotación de rebeldía a Grooming Machine por no 

contestar la querella en el término de 10 días después 

de haber sido emplazada, y a pesar de ello, acoger 

varios remedios solicitados por la recurrida.  Tiene 

razón.   

De los documentos que obran en autos, surge que 

Grooming Machine fue emplazada en el Municipio de 

                                                 
27 Vizcarrondo Morales v. MVM, Inc., supra, pág. 930; Valentín v. 

Housing Promoters, Inc., supra; Mercado Cintrón v. Zeta Com., 

Inc., supra. 
28 Vizcarrondo Morales v. MVM, Inc., supra, pág. 931 (nota al 

calce 1 citando a Ocasio v. Kelly Servs., 163 DPR 653, 670-671 

(2005); J.A. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal Civil, 

San Juan, Pubs. JTS, 2000, T. II, pág. 750)). 
29 Vizcarrondo Morales v. MVM, Inc., supra, pág. 935. 
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Añasco, que pertenece a la región judicial de 

Mayagüez, el 12 de marzo de 2016. Conforme a la 

normativa previamente expuesta, la recurrida tenía 10 

días, o hasta el 23 de marzo de 2016 para presentar la 

contestación a la querella o la moción de prórroga 

juramentada.  Al presentar su contestación a la 

querella y las otras alegaciones el 28 de marzo de 

2016, el TPI carecía de jurisdicción para atender 

cualquier comparecencia de la recurrida.  Ante dicho 

escenario corresponde anotar la rebeldía a Grooming y 

dejar sin efecto todas las determinaciones 

relacionadas con dicha querellada. 

En síntesis, “[l]uego de que se extingue el 

término para contestar la querella sin que se haya 

justificado adecuadamente la incomparecencia, el 

tribunal está impedido de tomar cualquier otra 

determinación que no sea anotarle la rebeldía al 

querellado. A ello queda limitada la jurisdicción del 

tribunal según establecida por la Sección 3 de la Ley 

Núm. 2, supra.
30
  

-IV- 

Por los fundamentos antes expuestos, se expide el 

auto de certiorari, y se revoca la resolución 

recurrida. Se devuelve el caso al TPI para la 

continuación de los procedimientos conforme a lo aquí 

dispuesto. 

Notifíquese inmediatamente a la Jueza 

Administradora del TPI de Mayagüez, Honorable Aixa 

                                                 
30 Vizcarrondo Morales v. MVM, Inc., supra. 
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Rosado Pietri; al Honorable Miguel Trabal Cuevas, Juez 

Superior del TPI de Mayagüez y a las partes.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

La juez Birriel Cardona disiente con opinión 

escrita.  

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones
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CERTIORARI 
procedente del 

Tribunal de 
Primera Instancia, 

Sala de Mayagüez  
 

Civil número:  
I1CI201600168 

 
Sobre: 

Reclamación 

Laboral 

 

Panel integrado por su presidente, el juez Figueroa Cabán, 

y las juezas Birriel Cardona y Ortiz Flores. 

 

VOTO DISIDENTE 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Me veo precisada a disentir de la mayoría ya que el 

recurso de certiorari presentado por la peticionaria,        

Sra. Ingrid Pérez Jorge, fue resuelto sin contar con el 

alegato de la parte apelada y sin contar con los autos 

originales del caso I1CI201600168.  

El Reglamento del Tribunal de Apelaciones le reconoce 

discreción y le provee flexibilidad a ese foro para tramitar 

los recursos ante sí de manera ágil y eficiente. 4 LPRA      

Ap. XXII-B, R. 2, 8. No obstante, el ejercicio de esa 

discreción no puede tener el efecto de perjudicar el derecho 

a apelar de las partes, para cuya garantía fue creado 

precisamente el Tribunal de Apelaciones. Art. 4.002 de la 

Ley de la Judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico de 2003, Ley Núm. 21-2003, 4 LPRA sec. 24u; Pueblo 

v. Rodríguez Ruiz, 157 DPR 288, 294 (2002). La discreción 
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judicial, instrumento esencial al que continuamente 

recurren los jueces en el desempeño de sus funciones, está 

inexorablemente ligada a nociones de razonabilidad, según 

el contexto particular en el que ésta se ejerza. García v. 

Padró, 165 DPR 324, 335 (2005); Pueblo v. Ortega 

Santiago, 125 DPR 203, 211 (1990). 

 

 

OLGA E. BIRRIEL CARDONA 
JUEZA DE APELACIONES 

 
 

 


